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Poder Legislativo 
del Estado 

 

 
JOSÉ RICARDO GALLARDO CARDONA, GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE SAN 
LUIS POTOSÍ, A SUS HABITANTES SABED: QUE EL CONGRESO DEL ESTADO HA DECRETADO LO SIGUIENTE: 
 

DECRETO 0854 
 
La Sexagésima Tercera Legislatura Constitucional del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, Decreta. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

Para legislar bajo el principio pro-persona, y maximizar la protección de los derechos humanos, con sustento en la resolución 
pronunciada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Acción de Inconstitucionalidad 98/2022, promovida por la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos, que demandó la invalidez de diversos ordenamientos del Estado de Yucatán; así como 
en el “Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se aprueban los modelos de formatos "3 de 3 Contra 
la Violencia" a efecto de prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia política contra las mujeres en razón de género”, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de diciembre de dos mil veinte1; el que en el punto 11 de los 
considerandos, en la parte que interesa se lee: 
 

“11. Motivación que sustentó el capítulo VIII del 3 de 3 Contra la Violencia 
 
En el siguiente apartado se explica las razones que dan sustento del 3 de 3 Contra la Violencia contenidos en los 

Lineamientos. 
 

a) Capítulo I. Del 3 de 3 contra la violencia. 
 

Se estima que la implementación de las medidas incluidas en el apartado 3 de 3 contra la violencia se ajusta a la 
obligación contenida en el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de promover, 
respetar, proteger, y garantizar los derechos humanos de las mujeres, que se impone a todas las instituciones del 
Estado mexicano, incluyendo a los partidos políticos. 

 
Asimismo, es acorde con los estándares internacionales en la protección de los derechos humanos, específicamente al 
ajustarse a las recomendaciones realizadas por los organismos internacionales especializados en la protección de los 
derechos humanos de las mujeres, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Convención 
Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (Convención de Belém Do Pará) y la 
Convención para la Eliminación de la Discriminación de la Mujer de la Organización de las Naciones Unidas (CEDAW 
por sus siglas en inglés). 
 
En ese sentido, se considera que las medidas que se denominan 3 de 3 contra la violencia incluidos en los citados 
Lineamientos, se ajustan a la recomendación número 35 del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer, al corresponder a medidas en la esfera de la prevención y protección orientadas a la erradicación de la violencia 
de género en el ámbito de la participación política. 

 
Conforme a la recomendación en comento, los Estados Parte deben adoptar medidas tendentes a acelerar la 
eliminación de la violencia por razón de género, lo que incluye la violencia política contra la mujer en las que se 
reconozca a las mujeres como titulares de derechos, se promueve su capacidad de actuar y su autonomía, así como 
aquellas medidas necesarias para abordar las causas subyacentes de la violencia en razón de género, en particular las 
actitudes patriarcales, estereotipos, la desigualdad en la familia y el incumplimiento o la denegación de los derechos 
civiles, políticos, económicos sociales y culturales de la mujer, promoviendo el empoderamiento, la capacidad de acción 
y las opiniones de las mujeres. 

 
Con las medidas 3 de 3 contra la violencia, se persigue inhibir conductas que contribuyan a la cultura patriarcal que 
fomentan la desigualdad estructural entre hombres y mujeres, como son la violencia familiar y/o doméstica, la violencia 
sexual, el incumplimiento de las obligaciones alimentarias, porque estas conductas afectan en forma desproporcionada 
a las mujeres. 

                                                   
1 Recuperado de DOF - Diario Oficial de la Federación 
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Si conforme a la Base I del artículo 41 constitucional, los partidos políticos son entidades de interés público y, como 
organizaciones ciudadanas, hacen posible su acceso al ejercicio del poder público. Entonces, resulta claro que los 
partidos políticos son el vehículo para que la ciudadanía acceda a los cargos de elección popular, a través de las 
candidaturas que estos postulen. 

 
La otra vía prevista en la Constitución de acceso de la ciudadanía a un cargo de elección popular lo constituyen las 
candidaturas independientes, por lo que también resulta necesario que las personas que aspiren a obtener una 
candidatura independiente presenten de igual forma el formato de buena fe y bajo protesta de decir verdad relacionado 
con las medidas 3 de 3 contra la violencia. 

 
Es evidente que la sociedad mexicana exige que se erradique la violencia en todas sus formas y manifestaciones, de 
manera especial la que afecta a las mujeres por razones de género derivado de las causas estructurales que perpetúan 
la desigualdad y discriminación; motivo por el cual, rechaza la violencia. Muestra de ello, son las reformas aprobadas 
en los últimos años para erradicar la violencia contra las mujeres, incluyendo la emisión de la Ley General de Acceso 
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia; así como la más reciente reforma publicada el 13 de abril de 2020, sobre 
violencia política contra las mujeres por razón de género. 

 
La manera más eficaz de evitar que personas violentadoras de mujeres y de los derechos familiares accedan a los 
cargos de elección popular, es que los partidos políticos exijan a las personas interesadas en acceder a una candidatura 
que declaren que no han incurrido en alguna situación de violencia de género ni familiar y que ninguna persona que 
aspire a una candidatura independiente, haya incurrido en estos supuestos. 

 
Por esa razón, en el artículo 32 de los Lineamientos, se incluye un mecanismo que vela por la implementación de la 
propuesta conocida como 3 de 3 contra la violencia, al exigir a los sujetos obligados que cada persona aspirante a una 
candidatura firme un formato, de buena fe y bajo protesta de decir verdad, donde manifieste que no ha sido condenada, 
o sancionada mediante Resolución firme por: 

 
I. Violencia familiar y/o doméstica, o cualquier agresión de género en el ámbito privado o público. 
 
II. Por delitos sexuales, contra la libertad sexual o la intimidad corporal. 
 
III. Como persona deudora alimentaria morosa que atente contra las obligaciones alimentarias, salvo que acredite estar 
al corriente del pago o que cancele en su totalidad la deuda, y que no cuente con registro vigente en algún padrón de 
deudores alimentarios. 

 
Así, se considera que esta obligación que corresponde a los partidos políticos y aspirantes a una candidatura 
independiente consistente en solicitar a las personas aspirantes a una candidatura que manifiesten no estar en alguna 
de las hipótesis referidas, por sí misma constituye una medida que promueve que quienes aspiren a acceder a una 
postulación de un partido político en una candidatura o por una candidatura independiente a un cargo de elección 
popular no incurran en conductas que social y culturalmente son connotativas de la perpetuación de actitudes de 
dominio y actos discriminatorios patriarcales en contra de las mujeres por razón de género. 

 
En ese sentido, se considera que a través del 3 de 3 contra la violencia se instrumenta una medida reglamentaria que 
posibilitará garantizar a la ciudadanía y a la sociedad en su conjunto, que tanto las personas que los partidos políticos 
postulan en las candidaturas como los aspirantes a una candidatura independiente, no detentan antecedentes que, por 
su naturaleza, son indicativos de que la persona aspirante a la titularidad de una candidatura a cargo de elección popular 
es proclive a ejercer conductas constitutivas de violencia en contra de las mujeres por razón de género. 

 
Ejercer un cargo de elección popular reviste de gran importancia, por las facultades conferidas, decisiones que se 
pueden adoptar y el manejo de recursos públicos que están a su disposición; razón por la cual, desde los partidos 
políticos se debe garantizar la idoneidad de las personas que aspiran a ocupar y permanecer en dichos cargos públicos, 
y verificar que no hayan incurrido en actos u omisiones que violenten o afecten de manera desproporcionada a las 
mujeres. 

 
Esta exigencia contenida en el artículo 32 de los Lineamientos en comento, se basa en el reconocimiento de que las 
personas que acceden a un cargo de elección popular, así como las y los servidores públicos deben respetar los 
derechos de las mujeres. 

 
Razón por la cual, se debe conocer si una persona que aspira a una candidatura incurrió en una conducta que violenta 
a las mujeres y fue condenado o sancionado por esa circunstancia, pues de ser el caso no cumpliría con la exigencia 
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prevista en la denominada 3 de 3 contra la violencia. Al partirse de la base de que las personas agresoras no están en 
condiciones de actuar con la finalidad de prevenir, atender y sancionar la violencia contra las mujeres, flagelo que se 
debe erradicar. 

 
Indiscutiblemente, la violencia no sólo afecta a la población femenina, pero la violencia familiar, la violencia sexual y la 
violencia de género, así como la negativa de los progenitores a solventar las pensiones alimentarias, afectan en forma 
desproporcionada a las mujeres. 

 
Por esto, esta medida 3 de 3 contra la violencia, refiere los problemas más graves que viven las mujeres y que están 
más generalizados, con la finalidad de que se erradiquen, y un mecanismo importante es evitar que accedan a los 
cargos de elección popular las personas que incurren en alguna de las tres conductas referidas en el artículo 32 de los 
Lineamientos en mención. 

 
El mensaje que se transmite con la exigencia 3 de 3 contra la violencia es contundente, en el sentido de que las personas 
que tengan antecedentes como agresoras por violencia familiar, violencia sexual, violencia en razón de género en 
cualquiera de sus modalidades, o por incumplimiento de obligaciones alimentarias -salvo aquellas que al momento de 
la firma del formato comprueben estar al corriente-, no podrán acceder a un cargo de elección popular, al no tener las 
cualidades que se requieren para representar los intereses de la sociedad mexicana al violentar a las mujeres; máxime 
que la población mexicana se conforma por un 51% de mujeres, además de que representan similar porcentaje de la 
lista nominal de electores y las mujeres son las que más votan en las elecciones, y lo que se busca es lograr una 
democracia representativa de manera sustantiva, en la que los hombres y mujeres tengan igualdad de oportunidades, 
lo que empieza por respetar los derechos de las mujeres y no violentarlas.” 

 
Se reforman los artículos, 46, 73, 99, y 117, de la Constitución Política del Estado, ello es así porque la violencia contra las mujeres 
en México es uno de los más graves problemas sociales que ha incrementado su incidencia, así como la brutalidad con la que se 
comete. Esta violencia contra las mujeres, lamentablemente, en algunas ocasiones ha sido cometida por funcionarios públicos, 
representantes populares y políticos, quienes deberían ser los primeros comprometidos con el cese y erradicación de estas 
inaceptables conductas, actos que contribuyen a generar una percepción de permisividad hacia esa violencia, que deteriora de 
forma sensible la confianza que se les brinda a quienes tienen la obligación de llevar a cabo acciones contra la violencia de género, 
pues éstos no podrían hacerlo si son perpetradores de ese flagelo.  
 
ÚNICO. Se reforma los artículos, 46, 73, 99, y 117 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 
para quedar como sigue: 
 
ARTÍCULO 46. Para ser diputada o diputado se requiere: 
 
I. Ser ciudadana o ciudadano potosino en ejercicio de sus derechos; 
 
II. Tener la calidad de potosina o potosino por nacimiento, con residencia efectiva en el Estado no menor de seis meses inmediatos 
anteriores al día de la elección y, si es por vecindad, la residencia efectiva inmediata anterior al día de la elección deberá ser no 
menor de tres años, a partir de la adquisición de aquella; 
 
III. …; 
 
IV. …, y 
 
V. No estar en alguno de los siguientes supuestos: 
 
a) Tener sentencia condenatoria que haya causado estado, por violencia familiar; o delitos contra las mujeres por razón de género. 
 
b) Tener sentencia condenatoria que haya causado estado por los delitos: contra la libertad sexual; la seguridad sexual; y el normal 
desarrollo psicosexual, o 
 
c) Estar registrado o registrada en el padrón de personas deudoras alimentarias morosas o en caso de serlo, demostrar que ha 
pagado en su totalidad los adeudos alimenticios. 
 
ARTÍCULO 73. Para ser Gobernador o Gobernadora del Estado se requiere: 
 
I. Ser ciudadana o ciudadano potosino en pleno goce de sus derechos; 
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II. Si se tiene la calidad de potosino o potosina por nacimiento, contar con una residencia efectiva no menor de un año inmediato 
anterior al día de la elección y, si es por vecindad, la residencia efectiva deberá ser no menor de cinco años contados a partir de 
la adquisición de esa; 
 
III. No estar en el servicio activo del ejército Nacional, a menos que se separe de su encargo por lo menos un año antes del día 
de la elección; 
 
IV. No ser titular de Secretaría o Subsecretaría de Estado; de la Fiscalía General del Estado, o de presidencia municipal, a menos 
de que se separe de su encargo cuando menos ciento veinte días antes del día de la elección;  
 
V. No tener una multa firme pendiente de pago, o que encontrándose sub júdice no esté garantizada en los términos de las 
disposiciones legales aplicables, que haya sido impuesta por responsabilidad con motivo de los cargos públicos que hubiere 
desempeñado en la administración federal, estatal o municipal; 
 
VI. No pertenecer al estado eclesiástico, ni ser ministro de algún culto religioso, a menos que se separe formal, material y 
definitivamente de su ministerio en la forma y con la anticipación establecida en la Ley Reglamentaria del artículo 130 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 
 
VII. No estar en alguno de los siguientes supuestos: 
 
a) Tener sentencia condenatoria que haya causado estado, por violencia familiar; o delitos contra las mujeres por razón de género. 
 
b) Tener sentencia condenatoria que haya causado estado por los delitos: contra la libertad sexual; la seguridad sexual; y el normal 
desarrollo psicosexual, o 
 
c) Estar registrado o registrada en el padrón de personas deudoras alimentarias morosas o en caso de serlo, demostrar que ha 
pagado en su totalidad los adeudos alimenticios. 
 
ARTÍCULO 99. Para ser Magistrado o Magistrada del Supremo Tribunal de Justicia se requiere: 
 
I. Ser ciudadana o ciudadano potosino en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles; 
 
II. Tener al día de su nombramiento, título profesional de licenciatura en derecho, abogada o abogado, con una antigüedad mínima 
de diez años, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y acreditar el ejercicio profesional por el mismo 
tiempo;  
 
III. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que haya ameritado pena privativa de libertad de más de un 
año; pero, si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime seriamente la buena fama en el 
concepto público, inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena;  
 
IV. Haber residido en el Estado durante los dos años anteriores al día de su nombramiento;   
 
V. No haber sido titular de Secretaría de Despacho o su equivalente; de la Fiscalía General del Estado; diputado o diputada local, 
o titular de presidencia municipal, en el año inmediato anterior al día de su nombramiento. Para ser titular de magistratura 
supernumeraria deberán cumplirse los mismos requisitos, y 
 
VI. No estar en alguno de los siguientes supuestos: 
 
a) Tener sentencia condenatoria que haya causado estado, por violencia familiar; o delitos contra las mujeres por razón de género. 
 
b) Tener sentencia condenatoria que haya causado estado por los delitos: contra la libertad sexual; la seguridad sexual; y el normal 
desarrollo psicosexual, o 
 
c) Estar registrado o registrada en el padrón de personas deudoras alimentarias morosas o en caso de serlo, demostrar que ha 
pagado en su totalidad los adeudos alimenticios. 
 
Los nombramientos de las magistradas y los magistrados deberán recaer preferentemente entre aquellas personas que hayan 
servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia; o que se hayan distinguido por su honorabilidad, 
competencia y antecedentes en el ejercicio de la profesión del derecho. 
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ARTÍCULO 117. Para ser miembro del Ayuntamiento, Concejo, o titular de delegación municipal, se requiere: 
 
I. Ser ciudadana o ciudadano potosino en pleno goce de sus derechos; 
 
II. Ser originaria u originario del municipio y con un año por lo menos de residencia efectiva en el mismo, inmediata anterior al día 
de la elección o designación, en su caso; o ser vecina o vecino del mismo, con residencia efectiva de tres años inmediata anterior 
al día de la elección, o designación;  
 
III. …; 
 
IV. …, y 
 
V. No estar en alguno de los siguientes supuestos: 
 
a) Tener sentencia condenatoria que haya causado estado, por violencia familiar; o delitos contra las mujeres por razón de género. 
 
b) Tener sentencia condenatoria que haya causado estado por los delitos: contra la libertad sexual; la seguridad sexual; y el normal 
desarrollo psicosexual, o 
 
c) Estar registrado o registrada en el padrón de personas deudoras alimentarias morosas o en caso de serlo, demostrar que ha 
pagado en su totalidad los adeudos alimenticios. 
 

T R A N S I T O R I O S 
 

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado "Plan de San Luis". 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
Lo tendrá entendido el Ejecutivo del Estado, lo hará publicar, circular y obedecer. 
 
D A D O en el salón de sesiones “Ponciano Arriaga Leija” del Honorable Congreso del Estado, en Sesión Ordinaria, el veintiuno 
de septiembre del dos mil veintitrés. 
 
Honorable Congreso del Estado. Por la Directiva. Presidenta: Legisladora Dolores Eliza García Román; Primera Secretaria: 
Legisladora María Claudia Tristán Alvarado; Segunda Secretaria: Legisladora Ma. Elena Ramírez Ramírez. (Rúbricas) 
 
Por tanto, mando se cumpla y ejecute el presente Decreto y que todas las autoridades lo hagan cumplir y guardar y al efecto se 
imprima, publique y circule a quienes corresponda. 
 
D A D O EN EL PALACIO DE GOBIERNO, SEDE DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE SAN LUIS 
POTOSÍ, EL DÍA VEINTIUNO DEL MES DE SEPTIEMBRE DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. 
 
 
 
 

 
JOSÉ RICARDO GALLARDO CARDONA 
El Gobernador Constitucional del Estado 

(Rúbrica) 
 
 
 
 
 
 

J. GUADALUPE TORRES SÁNCHEZ 
El Secretario General de Gobierno 

 (Rúbrica) 
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